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I. Disposiciones generales

TRIBUNAL SUPREMO

18857 PROVIDENCIA de 15 de septiembre de 2003,
de la Sala Tercera del Tribunal Supremo, sobre
planteamiento de cuestión de ilegalidad del
artículo 8.1.d) del Real Decreto 1909/2000,
de 24 de noviembre, por el que se fija el com-
plemento de destino de los funcionarios de
los Cuerpos de Médicos Forenses, Técnicos
Facultativos del Instituto de Toxicología,
Oficiales, Auxiliares y Agentes de la Adminis-
tración de Justicia, Técnicos Especialistas,
Auxiliares de Laboratorio del Instituto de Toxi-
cología y Agentes de Laboratorio a extinguir
del Instituto de Toxicología, en redacción dada
por el Real Decreto 1267/2001, de 29 de
noviembre.

En la cuestión de ilegalidad n.o 3/02, planteada por
la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Navarra, la Sala Tercera (Sección
Primera) del Tribunal Supremo ha dictado providencia,
en fecha 15 de septiembre de 2003, del siguiente tenor:

PROVIDENCIA

«Madrid, a 15 de septiembre de 2003.

Se admite a trámite la cuestión de ilegalidad plan-
teada por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de Navarra sobre el artícu-
lo 8.1.d) del Real Decreto 1909/2000 en redacción dada
por el Real Decreto 1267/2001, de 29 de noviembre,
en cuanto atribuyen una distinta retribución por com-
plemento de destino, en los componentes del mismo
de especial responsabilidad o dificultad, a un funcionario
del Cuerpo de Oficiales de la Administración de Justicia
destinado a la Audiencia Provincial, en relación con los
funcionarios del mismo cuerpo destinados en los supues-
tos contemplados en el apartado c) del párrafo 1 del
citado artículo.

Publíquese el planteamiento de esta cuestión en el
Boletín Oficial del Estado en cumplimiento de lo que
dispone el art. 124.2 de la Ley 29/1998, de 13 de
julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa, y remítanse las presentes actuaciones a la
Sección Séptima conforme a las reglas de reparto de
asuntos.»

Presidente: Excmo. Sr. D. Ángel Rodríguez García;
Magistrados: Excmo. Sr. D. Pascual Sala Sánchez, y
Excmo. Sr. D. Ramón Trillo Torres.

18858 SENTENCIA de 25 de junio de 2001, de la
Sala Tercera del Tribunal Supremo, por la que
se anulan determinados incisos de los
artículos 2, 12 y 13 de los Estatutos Generales
de los Odontólogos y Estomatólogos y de su
Consejo General, aprobados por Real Decre-
to 2828/1998, de 23 de diciembre.

En el recurso contencioso-administrativo n.o 126/99,
interpuesto por el Consejo General de Colegios Oficiales
de Médicos, la Sala Tercera (Sección Cuarta) del Tribunal
Supremo ha dictado sentencia, en fecha 25 de junio
de 2001, que contiene el siguiente fallo:

FALLAMOS

«Debemos estimar y estimamos sustancialmente el
recurso contencioso-administrativo interpuesto por la
representación procesal del Consejo General de Colegios
Oficiales de Médicos contra el Real Decreto 2828/1998,
de 23 de diciembre, y hacemos los siguientes pronun-
ciamientos, desestimando el recurso en todo lo demás:

1. Declaramos nulo el inciso “y estomatólogos” con-
tenido en el artículo 2, apartado 4 de los Estatutos Gene-
rales de los Odontólogos y Estomatólogos y de su Con-
sejo General aprobados por Real Decreto 2828/1998,
de 23 de diciembre, publicado en el BOE de 26 de enero
de 1999, núm. 22, pág. 3530.

Dicho apartado dice así: “Pertenecerán obligatoria-
mente a los Colegios de Odontólogos y Estomatólogos
todos los odontólogos y estomatólogos que tengan dicha
titulación y que practiquen el ejercicio profesional en
cualquiera de sus modalidades, ocasional o permanen-
temente, por cuenta propia o ajena”.

2. Declaramos nulo los incisos “y la Estomatología”
y “y estomatólogos” contenidos en el artículo 12 de los
Estatutos Generales de los Odontólogos y Estomatólogos
y de su Consejo General aprobados por Real Decre-
to 2828/1998, de 23 de diciembre, publicado en el
BOE de 26 de enero de 1999, núm. 22, pág. 3530.

Dicho artículo dice así: “Artículo 12. Requerimientos
para el ejercicio profesional de la Odontología y la Esto-
matología.—Los odontólogos y estomatólogos, compe-
tentes para realizar actividades de prevención, diagnós-
tico, tratamiento y rehabilitación relativas a las anomalías
y enfermedades de los dientes, de la boca, de las estruc-
turas estomatognáticas y de sus anejos, que ejerzan pro-
fesionalmente en España, bien de forma ocasional bien
de forma permanente y tanto en individuos aislados
como de manera comunitaria, deberán estar obligato-
riamente colegiados en algún Colegio Oficial de Odon-
tólogos y Estomatólogos español, tal y como se espe-
cifica en el artículo 13”.

3. Declaramos nulo el inciso “y la Estomatología”
contenido en el artículo 13, apartado 1, de los Estatutos
Generales de los Odontólogos y Estomatólogos y de su
Consejo Genera l aprobados por Real Decre -
to 2828/1998, de 23 de diciembre, publicado en el
BOE de 26 de enero de 1999, núm. 22, pág. 3530.
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Dicho apartado dice así: “Quienes pretendan realizar
actividades propias de la Odontología y la Estomatología
en cualquiera de sus modalidades están obligados a soli-
citar, previamente al inicio de la actividad profesional,
por cuenta propia o ajena al servicio de entidades públi-
cas o privadas, la inscripción el Colegio Profesional
correspondiente a la localidad donde radique su acti-
vidad principal”.

No ha lugar a pronunciamiento alguno sobre costas.»
Presidente: Excmo. Sr. D. Juan García-Ramos Iturral-

de; Magistrados: Excmo. Sr. D. Juan Antonio Xiol Ríos;
Excmo. Sr. D. Mariano Baena de Alcázar; Excmo. Sr.
D. Antonio Martí García; Excmo. Sr. D. Rafael Fernández
Montalvo; Excmo. Sr. D. Rodolfo Soto Vázquez.

18859 SENTENCIA de 3 de julio de 2003, de la Sala
Tercera del Tribunal Supremo, por la que se
anula el artículo 24.1 del Estatuto General de
la Abogacía Española, aprobado por Real
Decreto 658/2001, de 22 de junio.

En e l recurso contenc ioso -admin i s t ra t i vo
n.o 498/2001, interpuesto por don Blas Manuel Rivas
Alejandro, la Sala Tercera (Sección Sexta) del Tribunal
Supremo ha dictado sentencia, en fecha 3 de julio de
2003, que contiene el siguiente fallo:

FALLAMOS

«Que debemos estimar y estimamos el recurso con-
tencioso-administrativo interpuesto por la Procuradora
de los Tribunales doña Silvia Barreiro Teijeiro, en nombre
y representación de don Blas Manuel Rivas Alejandro,
contra el Real Decreto 658/2001, de 22 de junio, y
debemos anular y anulamos el artículo 24.1 del mismo.
Sin costas. El presente fallo se publicará en el “Boletín
Oficial del Estado”».

Presidente: Excmo. Sr. D. Ramón Trillo Torres; Magis-
trados: Excmo. Sr. D. José Manuel Sieira Mínguez;
Excmo. Sr. D. Enrique Lecumberri Martí; Excmo. Sr. D.
Agustín Puente Prieto. Sr. D. Santiago Martínez-Vares
García; Excmo. Sr. D. Francisco González Navarro.

18860 SENTENCIA de 24 de julio de 2003, de la
Sala Tercera del Tribunal Supremo, por la que
se fija doctrina legal en relación con el artículo
327.1 del Reglamento de Dominio Público
Hidráulico, aprobado por Real Decreto
849/1986, de 11 de abril (modificado por
Real Decreto 1771/1994, de 5 de agosto).

En el recurso de casación en interés de la Ley
n.o 71/2002, interpuesto por la Generalidad de Cataluña,
la Sala Tercera (Sección Quinta) del Tribunal Supremo
ha dictado sentencia de fecha 24 de julio de 2003 que
contiene el siguiente fallo:

FALLAMOS

«Que estimando en parte el recurso de casación en
interés de la Ley interpuesto por la Generalidad de Cata-
luña contra la sentencia de 31 de enero de 2002, dictada
por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo n.o 1
de Barcelona, en el recurso contencioso-administrativo
n.o 269/2001-4, se fija la siguiente doctrina legal:

“Que el plazo de prescripción de la acción reconocida
en el artículo 327.1 del Reglamento del Dominio Público
Hidráulico, aprobado por Real Decreto 849/1986, de
11 de abril (modificado por Real Decreto 1771/1994,
de 5 de agosto), para que la Administración pueda exigir
la reparación de los daños causados al dominio público
es de quince años.”

Todo ello con respecto a la situación jurídica particular
derivada de la sentencia recurrida y sin hacer expresa
imposición de costas.»

Presidente: Excmo. Sr. D. Mariano de Oro-Pulido y
López. Magistrados: Excmo. Sr. D. Juan Manuel Sanz
Bayón; Excmo. Sr. D. Ricardo Enríquez Sancho; Excmo.
Sr. D. Pedro José Yagüe Gil; Excmo. Sr. D. Jesús Ernesto
Peces Morate; Excmo. Sr. D. Manuel Vicente Garzón
Herrero.


